DICTAMEN Nº45.873, de 11 de octubre de 2007.


UNIVERSIDADES ESTATALES: facultad de suprimir cargos por Rector de Universidad.


En relación con la materia, resulta necesario manifestar, en primer término, que de acuerdo con lo prescrito en el artículo 88, de la ley Nº18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, la Universidades Estatales gozan en materia académicas, económicas y administrativas, de plena autonomía.


En este sentido, cabe destacar que según lo ordenado en el artículo 79, del mismo texto orgánico, se entiende por autonomía el derecho de cada establecimiento de educación superior a regirse por si mismo, de conformidad con lo establecido en sus estatutos.


Agrega la misma disposición, que la autonomía administrativa faculta a cada establecimiento de educación superior para organizar su funcionamiento de la manera que estime más adecuada de conformidad con sus estatutos y las leyes.


Es dable manifestar que, tal como lo ha precisado la jurisprudencia administrativa, la facultad de que gozan las entidades de educación superior, para aprobar las plantas y sus respectivas plazas, comprende, necesariamente, la de suprimir cargos.


No resulta válido entender que la mencionada atribución sólo permite crear cargos pero no suprimirlos, ya que ello llevaría necesariamente a impedir la actualización de estamentos que si bien en su momento fueron necesarios, las nuevas circunstancias hacen indispensable su adecuación a las necesidades institucionales, de tal forma que no existen plantas que posean empleos que ya no son útiles para el desarrollo de las labores de la respectiva universidad.


Cabe señalar, tal como lo ha precisado la jurisprudencia administrativa, la atribución que los Rectores de las Entidades de Educación Superior poseen para disponer la supresión de determinados empleos, emana no sólo de normas contempladas en decretos con fuerza de ley, sino que, en último término, ella tiene su origen en la autonomía universitaria que el legislador y a través de normas orgánicas constitucionales, ha reconocido a las universidades atendida la especial naturaleza de la función que ellas desempeñan.


En Relación con lo expresado resulta necesario destacar que el Tribunal Constitucional en el considerando decimosegundo de la sentencia recaída en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad Rol 523-2006, expresó que la autonomía que singulariza a las universidades, ya sean públicas o privadas, sin llegar a ser ilimitada o absoluta, es una de las mas amplias de todo nuestro sistema institucional, razón por la cual bien puede ser calificada como máxima o extensiva.


Por su parte, en el considerando decimoquinto del mismo fallo, se expresa que lo dispuesto en el artículo 32 de la ley Nº18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, según el cual las instituciones de educación superior de carácter estatal, podrán, además, establecer en su organización facultades, escuelas, institutos, centros de estudios y otras estructuras necesarias para el cumplimiento de sus fines específicos, las faculta para crear nuevas plantas de funcionarios y, consecuentemente, para suprimir los cargos que en ella se sirven, lo que, según el considerando decimonoveno, se ve respaldado por la potestad que, en esta materia, se les reconoce a los Rectores en los respectivos estatutos orgánicos.


De lo precedentemente manifestado aparece que la facultad en examen no sólo está contenida en los decretos con fuerza de ley que contemplan los Estatutos Orgánicos de las Universidades Estatales, ya que ella también encuentra su fundamento en normas orgánicas constitucionales.
